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Intro
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8 F
a expulsión de los españoles fue uno 
de los acontecimientos más significati­
vos ocurridos a partir  de la indepen­
dencia. Su análisis me parece muy a 
propósito para descifrar muchos de 
* ~  I^OEi ¡os sucesos ocurridos en los inicios de
la vida independiente; entre ellos, el 
complicado juego de intereses de las 
principales facciones que disputaban 
el poder  en esos años y la incorporación de México a la m o­
dernidad.
Sin duda, la asunción de un espíritu m oderno  tuvo 
mucho que ver con la actitud que se tomó hacia las leyes 
que se fueron dictando en los primeros años de la vida 
nacional. En ocasiones, la disyuntiva para estos nuevos 
mexicanos debió ser elegir entre modernidad o intolerancia; 
sin embargo, creo que no hubo respuestas unánimes; en cada 
región, se respondió de manera  diferente a esta disyuntiva.
La respuesta que se dio en cada Estado, explica con m u ­
cho, la visión que se tenía en esas regiones de los problemas 
más álgidos que enfrentaba la República y también de los m e­
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dios que consideraban más adecuados para  resolverlos, la in­
tolerancia del viejo régimen o la m odern idad  decimonónica 
fueron aplicándose de acuerdo a circunstancias regionales es­
pecíficas.
En este breve ensayo me ocuparé  de la forma y circunstan­
cias en que se aplicaron estas leyes generales en el contexto 
regional sonorense. Parto de la idea general, de que en cada 
región se actuó de acuerdo a la formación socioeconómica 
dominante ,  por  lo que se defendió o expulsó a los españoles 
radicados en sus respectivos territorios de acuerdo a motivos 
totalmente locales, con lo que asumo la hipótesis de que  no 
había un sentimiento xenófobo generalizado.
En el caso específico de Sonora, se nota que no existía 
una voluntad política dominate  que abogara por  la aplicación 
de las leyes de expulsión. Tal situación se debe, según mi 
opinión, a que los habitantes del Estado no estaban involucra­
dos en los conflictos que entre  criollos y peninsulares se vivían 
en otras partes del país, pues ahí ambos grupos formaban una 
sola oligarquía y además, el grupo más poderoso era el de  los 
criollos. En este sentido, varias investigaciones hechas recien­
tem ente  sobre las élites latinoamericanas se han demostrado 
que la tan mencionada oposición entre criollos y españoles es 
bastante ficticia y circunstancial; pues, por  ejemplo, en Perú, 
Bahía y Chile los intereses de ambos grupos estaban su m a­
m ente  entrelazados.
Brading, por  su parte, opina, que el caso de la Nueva 
España fue diferente porque  aquí si se conservó la diferencia 
de actividades entre  criollos y españoles, los primeros pe rd ie ­
ron d inero  en las actividades agropecuarias y los segundos ga­
naron  en la m inería .1 En contraposición a esta opinión Doris 
Ladd dice que  en Guanajuato el antagonismo entre  p en in su ­
lares y criollos era ajeno a las élites.2 Por mi parte  considero 
que, en algunas regiones del país efectivamente había una  co­
m unión  de intereses importante ,  por  ejemplo en Sonora creo 
también así sucedía.
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Es decir que sus puntos de vista e intereses coincidían, 
por  lo general, sus confrontaciones eran más bien mercantiles 
que políticas y las de índole política no se encubrían como 
problema racial; lo que desde mi punto  de vista significa 
que se trata de una región en donde la nueva realidad 
se asumió con un espíritu más liberal, menos intolerante 
y autoritario. Asimismo deseo exponer  a través de estas 
líneas cómo fue posible que una oligarquía local formada 
por  criollos y españoles logró mantenerse en la proceso 
económico y político de la región, no obstante las leyes de 
expulsión; lo que necesariamente me lleva a contradecir la 
tesis de Jesús Reyes Heroles, quien en su análisis sobre los 
efectos de  las leyes de expulsión apuntó:
Las acciones políticas deben de medirse por su significado, por su efecto, 
y desde este ángulo la expulsión quebrantó el núcleo, la simiente de  lo 
que  tendría que ser una oligarquía. La expulsión iba acompañada por 
vehementes prédicas igualitarias que herían mortalmente la tesis de una 
potencial oligarquía, el núcleo de ésta estaba evidentemente constituido 
por los españoles. Por consiguiente, puede aventurarse que la expulsión 
fue factor, que en otros actos subsecuentes en el mismo sentido, logró que 
en el país no se formase una oligarquía tradicional.3
Considero que en Sonora la expulsión de los españoles no 
afectó la formación de la oligarquía local, por las siguientes 
razones: en p r im er  lugar, porque las familias que tenían 
el poder  económico en la región eran fundamentalmente  
criollas, descendientes de españoles que habían llegado desde
a última oleada de inmigrantes 
españoles que arribaron a la zona en el siglo XVIII,  por lo 
que los españoles que había en Sonora eran una minoría. 
Así que en el Estado había una oligarquía, pero criolla que 
no sufrió menoscabo alguno en su poder.
En segundo lugar, los criollos sonorenses no necesitaban 
disputar  el poder  a los españoles, pues hacía tiempo que 
lo tenían en sus manos, además de existir una importante
fines del siglo XVII o en
com unidad  de intereses, así como fuertes lazos familiares. En 
este sentido conviene citar a familias como la de  los Almada, 
Elias González, Arvizu, etc., cuyos fundadores llegaron a fines 
del siglo X V III  y d u ran te  toda la primera mitad de la centuria 
pasada se repart ieron  los puestos públicos más importantes y 
también dirigían los negocios más significativos del Estado.
También me parece, que el gobierno estatal se vio en la 
necesidad de participar en los acontecimientos que sucedían 
en el país, por  lo que no tuvo más remedio que im plantar  las 
leyes de  expulsión, pero en su aplicación no procedió indis­
criminadamente ,  po r  el contrario se encontraron  múltiples 
formas para  evadirlas, en especial se trató de defender  a los 
españoles con intereses arraigados en la región.
En torno a la historiografía sobre la expulsión, se 
ha descrito fundam enta lm ente  la situación que generó  el 
destierro de los peninsulares en el centro del país y se ha 
puesto especial énfasis en explicar las causas y efectos políticos 
de este conflicto en tre  españoles y mexicanos. Sin embargo se 
han hecho sólo generalizaciones respecto a los efectos que en 
la vida económica y social de la regiones tuvieron esas
Los textos clásicos de Harold Sims: La expulsión de los 
españoles de México, (1821-1828) y Descolonización en México. El 
conflicto entre mexicanos y españoles (1821-1831)4 tratan sobre 
la expulsión de los españoles, pero la mayor parte  de la 
información utilizada se refiere a los estados de centro del 
país y el resto sólo de describen de m anera  general, ello se 
debe, creo yo, a la documentación consultada, principalmente 
los docum entos  del Archivo General de la Nación y de 
Relaciones Exteriores, que si bien permiten  obtener  una  
perspectiva global, poco o nada dicen de la especificidad del 
conflicto en las regiones.
El acercamiento más regional que ha hecho Sims, es el 
referido a la expulsión de los españoles de D urango5 y los 
datos que aporta  sobre su expulsión de Chihuahua,  por lo 
que se aprecia un notable vacío en el caso de los efectos
eyes
156
de estas leyes en casi todo el norte y seguram ente  también 
lo habrá en el caso de los estados del Sur. Por ejemplo, en 
las cifras que presenta Sims de personas desterradas en el 
noroeste, reúne  los datos de Sonora y Sinaloa, seguramente 
porque  en esos años ambas formaban el Estado de Occidente.6
La documentación que utilizo en este trabajo procede 
de un voluminoso expediente, que sobre la expulsión de 
los españoles consulté en el Archivo Histórico del Gobierno del 
Estado de Sonora1. Material sumamente interesante, con el que 
se puede analizar cómo asumió la sociedad sonorense de la 
época el conflicto entre mexicanos y españoles.
Particularidades de la expulsión 
de españoles en Sonora
Harold Sims, señala que las causas más relevantes para que 
se creara un clima antiespañol en México, se debieron, entre  
otras a: la mayoría que obtuvieron los republicanos a la 
caída de Iturbide; al continuo bombardeo a que sometieron 
los españoles el puerto  de Veracruz, desde septiembre de 
1823 hasta noviembre de 1824; al desconocimiento que se 
hizo en la Constitución de 1824 de los Tratados de Córdoba 
y del Plan de Iguala, desentendimiento que dejaba a los 
españoles en calidad de extranjeros; las rebeliones populares 
que pedían la salida de los peninsulares, especialmente la 
del brigadier José María Lobato, en la ciudad de México 
en 1824; el fortalecimiento de los yorkinos en los estados, 
quienes solicitaron sacar a los españoles por  el peligro que 
representaban las tropas españolas en San Juan de Ulúa;
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la insurrección del pad re  Arenas, en 1827, que exagerada  
por  Gómez Pedraza sirvió para  exaltar aún más los ánimos y 
finalmente, que G uadalupe  Victoria no asumió una posición 
firme en el conflicto, lo que dio manga ancha a los radicales.8
En Sonora podemos afirmar que n inguna  de estas 
razones influyó de term inadam ente ,  la mayoría de los sucesos 
señalados acontecieron lejos del Estado; tanto geográfica 
como políticamente, pues la situación de los peninsulares 
radicados en esta zona era muy diferente a la de  otros estados.
Otras particularidades que podemos señalar son las si­
guientes: varios de los funcionarios españoles que quedaban 
en la región después de la independencia,  seguían m an te ­
niendo sus empleos en la administración pública, pero  en 
cuestos secundarios, esto no obstante la ley que prohibía a 
os españoles ocupar  cargos públicos. La lejanía con los cen­
tros en donde  los iberos eran un sector fundam ental  de la 
economía y la política, como Puebla, Veracruz o la ciudad de 
México les marcaba límites a sus aspiraciones por d isputar  el 
poder.
Además que varios de los pocos españoles residentes en la 
región estaban casados con mujeres sonorenses, po r  lo que su 
estabilidad familiar y económica dependía,  en gran medida, 
de  que las cosas siguieran como estaban. Los criollos de la 
oligarquía local tampoco deseaban crearse problemas, puesto 
que los españoles que tenían ingresos fuertes eran piedras 
angulares de muchos de sus negocios.
Insurrecciones populares contra ellos nunca se dieron, 
hubo un intento de levantamiento popular  en el Pitic, pero  
éste ocurrió después de prom ulgada la ley de expulsión y 
había bandos en favor y en contra, con lo que el asunto 
adquirió  otro matiz. El informe que consignó estos hechos, 
desafortunadam ente ,  no es muy detallado respecto a las 
causas que lo originaron, ni tampoco abunda  sobre las 
características que tuvo, y de m om ento  parece que sólo fue 
un  rumor. Cito:
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Hace cuatro  o cinco días se dejó traslucir en este lugar cierto rum or que 
tendía a alterar el orden y pública tranquilidad; ya con el pretexto de 
pedir expulsión de  españoles, y ya con el de defensa para estos ligados 
con la plebe, apoyándose aquellos según se ha percibido que habiendo 
llegado aquel decreto sea seguido por los Alcaldes de esta Villa 9
La respuesta del Ayuntamiento fue la represión y la 
captura  del que se dijo era el principal instigador, un tal 
Justo  Aguirre (a) El Mareño a quien inmediatamente se le 
formó juicio. Asimismo se tomaron medidas que se llamaron 
“salvadoras” poniéndose el ayuntamiento:
de acuerdo con el Com andante Militar de  la zona D. Francisco Villaescusa 
por lo que al el corresponde, se puso por parte del citado cuerpo sobre 
las armas inmediatamente la fuerza cívica local que com ponen las dos 
compañías que únicamente están instaladas, doblándose la vigilancia por 
ambos cuerpos y lográndose por este medio que hasta la presente, no 
haya habido rom pim iento alguno.10
Se acompañaron estas “medidas salvadoras” con el lanza­
miento de una proclama, en la que se alertaba a los habitantes 
del Pitic sobre los agitadores, a quienes curiosamente no se les 
atribuyó filiación política precisa y sólo se les llamaba “genios 
del m al”. Cito a continuación un fragmento:
Pitiqueños tres o cuatro díscolos que por desgracia se hayan en esta 
sociedad, quieren trastornar el orden en que vivís, y que tantas veces 
habéis tratado de  conservar, aun en situaciones que amenazan vuestro 
reposo. Si estos genios del mal, cualquiera que sean sus fines que se 
propongan en sus perversas imaginaciones, nada podrán  conseguir. 
Este ayuntamiento se prom ete a vosotros que no daréis oído a las 
palabras seductivas con que ellos quieran ganar y comprometeros a 
seguir empresas que por ser contra el espíritu de las leyes, no podrían 
prevalecer, sino pocos momentos.(..-)11
Es notoria la preocupación por identificar la revuelta con 
la pérd ida  del orden existente y el llamado a no escuchar otras 
voces que no fueran las de las autoridades locales. También
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se trata de evitar que la sociedad civil tome en sus manos 
el asunto. La oligarquía criolla resolvía sus problemas de 
m anera  interna. Incluso en la exposición de motivos que 
presentó el municipio de Arizpe pidiendo al Congreso del 
Estado se adoptase la ley de expulsión se dice que esta ley 
debe tomarse preventivamente, para evitar que los ibéricos 
expulsos de otros estados se reunieran  en Sonora.
Cabe mencionar que en el Estado la ley se adoptó  después 
de que se había prom ulgado  la respectiva ley federal, y 
no como sucedió en otros, donde las legislaturas locales 
asumieron la responsabilidad de dictar sus propias leyes 
de expulsión. Es decir que, mientras en Jalisco, el Estado 
de México, Michoacán, Guanajuato, Tamaulipas, Oaxaca, 
Coahuila y Texas, Veracruz, San Luis Potosí, Zacatecas, 
Puebla, Q ueré ta ro  y Durango emitieron leyes particulares 
de expulsión con lo que presionaron al Ejecutivo para 
que emitiera una ley general de expulsión.12 En Sonora la 
discusión en torno al problema se dio un mes después de 
p rom ulgada  la ley federal.
En un proyecto de ley presentado por el Ayuntamiento 
de Arizpe ante el Congreso Estatal el 23 de enero  de 1828 
es interesante observar las razones que se exponen  para 
expulsar  a los españoles, cabe destacar que n inguna es de 
o rden  local; por ejemplo, citan los acontecimientos de Juchi, 
Zacapoaxtla, la revuelta del padre  Arenas y las tramas urdidas 
por  los “Negretes, Echevarri, Arenas, Seguras y otros y 
reconoce:
Es verdad que el Estado de  Occidente aun no ha sufrido los padeci­
mientos de  los demás de la república, pero  estos persuadidos de  que no 
pueden  ser felices mientras se hallen diseminados por sus pueblos los 
españoles alterando el buen orden han dictado su expulsión, más como 
en el nuestro aun  no se ha dado  esa medida salvadora, pueden  agolparse 
en él todos los expulsos de los limítrofes y so rp render a sus habitantes, 
por lo que es de absoluta necesidad precaver esos males.13
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Después de la exposición de motivos se presentó una 
propuesta  de reglamento que proponía  exceptuar  a los 
españoles que demostraran tener más de 30,000 pesos en 
bienes raíces, es decir a los terratenientes, además proponían  
que cuando España reconociera la independencia cesarían 
los efectos de la ley; lo que índica que su propuesta de 
expulsión era preventiva, transitoria y selectiva, por lo que 
podemos afirmar que no se trataba de una sentimiento de 
hispanofobia sino de circunstancias políticas que obligaban 
a expulsar a los españoles. También creo que se dictó como 
una forma de acatar la resolución presidencial y por respeto 
al artículo lo. de las instrucciones que el presidente Victoria 
hizo acom pañar a la ley del 20 de diciembre de 1827, que 
disponía:
Los gobiernos de  los estados dispondrán que salgan de su territorio rodos 
los españoles de  que hablan los artículos 1, 3, 5, y 0 del presente decreto 
y que no se hallen en algunos de los casos de excepción de los artículos 2, 
4, 5, y 7 en el térm ino que los mismos gobiernos tuvieren a bien señalar a 
cada individuo, den tro  de un mes contado desde el día de la publicación 
del expresado decreto en cada estado...14
Jerarquización de los expulsos
Así Sonora entró en la dinámica de la expulsión emitiendo su 
respectiva ley, el 15 de febrero de 1828, siendo gobernador  
José María Gaxiola.15 Inmediatamente  se pusieron manos a 
la obra y se procedió a notificar a los españoles que vivían 
en los pueblos que se presentaran ante los alcaldes o los
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ayuntamientos para que se de term inara  su situación con 
respecto a la ley.
En la mayoría d e  las jurisdicciones se repo r ta ron  unos 
cuantos, siendo los depar tam entos  de Arizpe y Ures, don de  
más había 26 y 19 respectivamente. El cuadro  siguiente 
m uestra  los distritos en donde  había españoles:
Distrito Españoles
Altar 3
Arizpe 26
Hermosillo 5
Moctezuma 1
Ures 19
Total 54
Fuente: A.H.G.E.S. Ramo: Expulsión de los 
Francisco R. Almada Diccionario, op. cit., p.
españoles, Caja 322, Tomo 1064 y 
232-234.
La forma en que se llevó a cabo la expulsión fue d ife ren­
ciada y se tuvo que a tender  problemas distintos po r  cada sec­
tor. Las ocupaciones de los españoles residentes en Sonora 
eran esencialmente las siguientes: mineros, ganaderos, a r te ­
sanos, comerciantes, agricultores, profesionistas, había a lgu­
nos franciscanos que atendían las misiones de la Pimería .Alta 
y Baja y unos cuantos vagos.
Los españoles pertenecientes a la oligarquía iniciaron la 
emigración antes de que fueran afectados por las leyes de 
expulsión. Tal fue el caso de J u a n  G ándara ,16 fu n d ad o r  de 
la familia de ese apellido, quien solicitó pasaporte  para  salir 
del país, a pesar de que  ya había sido llamado a j u r a r  las leyes 
de la República en Ures.
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El destino de estas personas era hacia Chile, Colombia, 
Panamá y Perú, en donde  obtenían carta de ciudadanía y 
nuevo pasaporte para regresar a México. En esa situación 
encontramos a varios comerciantes, como Mateo U ruchurtu  
que presentó pasaporte de Chile, Francisco Ramírez con 
ciudadanía del Perú; Antonio María Ercilla, con carta de 
ciudadano de Colombia, Marcos Cordero, con carta de 
ciudadano de Chile y recomendado del Suprem o Gobierno; 
Joaquín  L oustaunau17 con carta de ciudadano de Chile.,K Los 
expulsos de Arizpe se fueron mayoritariamentc a Estados 
Unidos.19
Los que encontraban trabas para en trar  al país a pesar 
de su nueva ciudadanía, generalmente conseguían que se les 
considerara como parte de la tripulación de los barcos en 
los que llegaban, por  lo que tenían derecho a residir en los 
puertos, en donde desempeñaban actividades comerciales. 
Algunos nombres de comerciantes que por la situación se 
vuelven porteños, son el ya citado Mateo Uruchurtu ;  Juan 
García Arabi que sin documentación alguna “recidc en el 
puerto, y hace el comercio de cabotaje en un buque de 
capitán”,20 es evidente que no les iba mal, pues gran parte de 
la actividad comercial regional se desarrollaba en Guaymas.21
En trámites iban y venían los meses, pues algunos que 
ya se encontraban en el puerto manifestaban estar enfermos 
y que por  tanto no podían salir, a varios incluso se les 
permitió internarse hasta Hermosillo. Hasta que finalmente 
conseguían que se les incluyera en las listas de exceptuados y 
regresaban a seguir sus negocios.22O O oUn caso interesante es del minero Vicente Leal, quien fue 
expulsado con la ley de 20 de marzo de 1829, se radicó en 
Nuevo México; en agosto de 1831 ya se encontraba de nuevoO /en la municipio de Altar, las autoridades residentes en Alamos 
se en teraron  y, pidieron se les enviara inme la tam en te  para 
su expulsión vía Guaymas. La respuesta que dio el alcalde de 
Altar fue. que Leal estaba enfermo y esperando que llegara
su pasaporte  po r  lo que no lo mandaba. Efectivamente el 
31 de julio de 1831 llegó la autorización para  legalizar su 
perm anencia .23
El caso es relevante; primero, porque  nunca salió del país, 
a pesar de no tener  docum ento  alguno que lo respaldara; 
segundo, porque  las autoridades del lugar d ieron por  buena  
su palabra, sin mayor averiguación y tercero, porque  en la 
contestación que m andó  el presidente municipal de  Altar, se 
desacataba la o rden  del gobernador, en consideración, creo 
yo, a que Leal era un im portante  inversionista, como se ve 
más adelante.
Estos expulsos como puede  constatarse no se intimidaron 
ante las disposiciones legales, tenían recursos para evadirlas, 
además evidentemente contaban con el apoyo de  las au to ­
ridades locales. Un ejemplo tangible es e siguiente: al día 
siguiente de habérsele proporcionado a Leal su d o c u m e n ­
tación, o sea el lo. de agosto de 1831, inició una  querella ante 
el Ayuntamiento de Altar, solicitando a las autoridades:
... prevenir a los indígenas del Pitiquito, hagan nueva elección en otras 
(personas) que  ni sean peones y puedan  obtener estos empleos pues 
aunque  mi cuadrilla se com pone de los indígenas del pueblo de Pitiquito, 
del de  Caborca y de  Bisani en el de  Pitiquito se hallan otras varios libres 
que pueden  desem peñar los empleos que recayeron en mis peones, que a 
mas de  tener la nulidad de ser peones sirvientes es pública su incapacidad 
para tales d e s t in o s . . .
También exponía, que había hecho muchos adelantos a 
los trabajadores y que aceptar que se le fueran, era ir contra 
los intereses del país y los suyos. Se le contestó con un oficio, * 
en el que se le otorgaba la razón, pero  se le informó que 
de m om ento  no se podía aceptar su petición para  que los 
dos indígenas recientemente elegidos, el uno  barre tero  y el 
otro tanatero, regresaran a su cuadrilla, dada  la situación 
política del momento.  Sin embargo el gobierno del Estado se 
comprometía  a pagar  lo que debieran los peones a Leal.25
1G4
Los profesionistas como Pedro de la Serna y Francisco 
Xavier Redondo, firmaron documentos ju ra n d o  su fidelidad 
a las leyes. Además de que sus especialidades, m inero  el 
p r im ero  y encargado de alcabalas el segundo, les valieron 
elogios po r  parte  de las autoridades de sus respectivas 
jurisdicciones y a pesar de haber pasado el mal momento 
de haber sido enviados a Guaymas, finalmente recibieron su 
documentación en regla.26
Los frailes, por su parte, fueron de los grupos que 
más problemas tuvieron, pero la mayoría demostraron ser 
residentes en la región con cuando menos quince años, ser 
mayores de sesenta años y por tanto, estar exentos.
Sin embargo, en las diferentes leyes de expulsión p rom u l­
gadas de 1827 a 1833 se insistía particularmente en su des­
tierro, en cada ocasión tuvieron que presentar  su docum en­
tación. Fray Faustino García, quien tuvo que presentarse cada 
que la ley se refrendaba, escribió en 1833 una angustiante 
carta, p regun tando  si otra vez tenía que mostrar su d ocu m en ­
tación.
Este continuo asedio se hacía seguramente porque en 
otras partes del país el clero si constituía una fuerza política 
importante, generalmente ligada a los conservadores; pero 
en ésta región el clero cumplía importantes funciones sociales 
y políticas, sin tener grandes propiedades, ni influencia 
económica como sucedía en otros estados del país. Los 
clérigos que tenían propiedades, las tenían a título personal 
y no como parte de la institución.
Después de la expulsión de los jesuitas no hubo ningún 
g rupo  religioso, que llegara a tener los amplios poderes 
que tuvieron los expulsos. Por ejemplo, en el caso de las 
temporalidades, riqueza susceptible de ser apropiada por el 
clero, se le consideró como parte de los bienes de los pueblos, 
fuera de la jurisdicción eclesiástica.
No obstante, el constante hostigamiento a que sometieron 
a los frailes, las autoridades tuvieron mucho cuidado de no
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violentar su expulsión, en las primeras disposiciones que  se 
d ieron para  su erradicación se avisó al Com andante  General
que:
se pusiera en marcha para el río de San Ignacio... Luego que se halle 
en  aquel puesto observar la realidad de todos los acontecimientos y de 
cualquiera m odo expediciones sobre los pueblos de la Pimería Alta muy 
particularm ente en Caborca, San Xavier, Tubutama y Oquitoa haciendo
lo mismo en todos los demás puntos contiguos a ese presidio en d o n d e  se 
hallan arranchadas, su objeto ser hacerles enterarse de  las disposiciones 
del gobierno a quien deben reconocer y respetar demostrándoles que en 
caso de sublevaciones serán castigados conforme a las leyes, pues que la 
patria tiene mucho poder para hacerse respetar.27
En casi todos los ayuntamientos en donde  había frailes los 
munícipcs abogaron por ellos, o se notificaba que no podían 
salir de sus respectivos pueblos por  lo avanzado de su edad 
y sus múltiples achaques, así también este g rupo  se quedó  en 
su mayoría.28.
Los únicos que fueron expulsados sin mayor trámite 
fueron los españoles de pocos recursos, artesanos, vagos y 
reos a quienes se les tuvo que cubrir el costo del viaje a cuenta 
de  la Hacienda Pública.29 Así para mayo de 1834, se reportaba 
que no había ningún español en todo el territorio con la 
excepciones anotadas.
Conclusiones
Como conclusión puedo  afirmar que el proceso de expulsión 
de los españoles, en Sonora no modificó la estructura social
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de la región, y menos el proceso de consolidación de la 
oligarquía sonorense, porque esta era criolla y no española 
y cuando convino a los intereses de ésta que determinados 
españoles perm anecieran  en territorio mexicano, se buscaron 
los medios legales o ilegales para asegurar su permanencia. 
Incluso se desacataron las ordenes del gobernador por  
defender  a los dueños  del capital.
También se defendió a aquellos que jugaban un papel 
p rep o n d e ran te  en la estabilidad de la región como fue el caso 
de los frailes, quienes contribuían a m antener  pacíficos a los 
indígenas, no obstante que se les molestaba continuamente. A 
los dos únicos profesionistas españoles que había en la región 
se les retuvo porque  desempeñaban trabajos especializados. 
Con los que se cargó el peso de la ley, fue con los españoles 
de menores recursos, que se les desterró y nadie abogó por 
ellos. El balance sobre españoles expulsos en la región fue de 
más excepciones que desterrados.
En síntesis se actuó con pragmatismo, se dio mayor 
prioridad a los intereses económicos que a los políticos, era 
más im portante  defender  las inversiones de estos españoles 
que correrlos en conclusión se actuó con espíritu más 
m oderno  y tolerante.
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en la cárcel que es cuanto puedo d e a r  a V.E. sobre el particular. Dios y Ley, Juzgado lo. de 
la Villa del Pitic, abril 3 de 1828. Ignacio Loira. Nótese lo temprano de la fecha.
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